
 
 
 
 
 

 

FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA 
 

 

Entidad originadora: MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA 
Fecha (dd/mm/aa): 10/05/2023 

Proyecto de Decreto/Re-
solución: 

“Por el cual se reglamenta el Capítulo V de la Ley 70 de 1993, se 
adoptan mecanismos especiales para el fomento y desarrollo de 
las actividades mineras en los territorios colectivos de las 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, se 
dictan otras disposiciones, y se adiciona un capítulo al Título V de 
la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1073 de 2015 - Decreto Único 
Reglamentario del Sector Administrativo de Minas y Energía”. 

 

1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EX-
PEDICIÓN. 

 

Que la Constitución Política determina en su artículo 1° que Colombia es un Estado Social de 
Derecho, fundado en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran. Así mismo, en su artículo 7º define que el Estado reconoce y protege 
la diversidad étnica y cultural de la Nación Colombiana. 

Que el artículo 55 transitorio de la Constitución Política ordenó al Congreso de la República, la 
expedición de una ley especial, que le reconozca a las comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras del país como grupo étnico, el derecho a la propiedad colectiva sobre 
las tierras baldías, que han venido ocupando en la cuenca del Pacifico y en otras zonas del país, 
de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción.  

En esta misma ley, el artículo transitorio 55 constitucional, ordenó establecer los mecanismos 
que fueren necesarios, para la protección de la identidad cultural y los derechos de estas 
comunidades y para el fomento de su desarrollo económico y social. 

Que los artículos 7 y 13 de la Constitución Política indican que corresponde al Estado proteger 
la diversidad étnica y cultural de la Nación promoviendo condiciones para que la igualdad sea 
real y efectiva. Por su parte, los artículos 4, 15 y 29 del Convenio 169 de 1989 de la OIT (adoptado 
por la Ley 21 de 1991), consagran la libre determinación y autonomía propia de las comunidades 
étnicas en la utilización, administración y conservación de los recursos ubicados en sus 
territorios. En ese orden, los artículos 26, 27 y 31 de la Ley 70 de 1993 consagran la adopción 
de condiciones especiales y diferenciales para promover la exploración y la explotación de los 
recursos naturales no renovables por parte de las comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras, para lo cual, las zonas mineras de estas comunidades y la prelación que 
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les corresponde, implican la pertinencia de desarrollar de forma exclusiva, dicha exploración y 
explotación por parte de las citadas comunidades en los territorios colectivos. 

Que en cumplimiento de este mandato constitucional, el Congreso de la República expidió la 
Ley 70 de 1993, la cual en sus artículos 26 y 27, facultó a la autoridad minera competente para 
señalar y delimitar dentro de los territorios colectivos adjudicados, en trámite de adjudicación 
y en los ocupados ancestralmente, Zonas Mineras de Comunidades Negras y el goce del derecho 
de prelación, donde estas comunidades, previo el otorgamiento del contrato de concesión 
minera especial para comunidades negras o el que haga sus veces, puedan ejercer la 
exploración y explotación de los recursos naturales no renovables, con exclusividad y en 
condiciones técnicas especiales, con el fin de proteger su participación en estas actividades 
mineras y preservar sus prácticas tradicionales de producción y sus especiales características 
étnicas, socioeconómicas y culturales. 

Que atendiendo a los principios y preceptos establecidos en los artículos 3º (numerales 1, 2, 3 
y 4), 14 y 20 de la Ley 70 de 1993, el Gobierno Nacional al momento de reglamentar los derechos 
mineros de las comunidades negras, debe atender la salvaguarda de su identidad étnica y 
cultural; la protección del medio ambiente de acuerdo a las relaciones establecidas por estas 
comunidades con la naturaleza y garantizar la participación de las mismas en los procesos de 
exploración y explotación de los recursos naturales no renovables en sus territorios colectivos, 
teniendo en cuenta además el principio de protección a los ecosistemas, la conservación, 
protección y uso racional de los recursos naturales; conforme la función social y ecológica de 
la propiedad. 

Que el artículo 31 de la Ley 70 de 1993, faculta al Gobierno Nacional para reglamentar los 
requisitos y las demás condiciones necesarias, para la oportuna efectividad de los derechos 
mineros reconocidos a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras en esa 
disposición legal, en armonía con la legislación minera vigente, en lo que fuere compatible con 
la naturaleza y finalidades del reconocimiento de dichos derechos. 

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 11 de la Ley 70 de 1993, los territorios 
colectivos adjudicados, son aquellos que poseen un acto administrativo de titulación, expedido 
por la autoridad competente, debidamente inscrito y el cual constituye título suficiente de 
dominio y prueba de propiedad. 

Que en armonía con lo dispuesto en los artículo 8, 9 y 10 de la Ley 70 de 1993, se entiende que 
un territorio colectivo se encuentra en trámite de adjudicación, cuando se ha presentado por 
parte del consejo comunitario interesado, la respectiva solicitud de titulación colectiva ante la 
autoridad competente y ésta ha sido debidamente radicada, teniendo en cuenta que el artículo 
21 del Decreto 1745 de 1995, compilado en el Decreto 1066 del 2015, ordena que dentro de los 
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cinco (5) días siguientes a la radicación, deberá expedirse el auto de aceptación de la solicitud 
de adjudicación.  

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 2º numeral 6º de la Ley 70 de 1993 y en 
el artículo 2º del Decreto Ley 902 de 2017, los territorios con ocupación colectiva susceptibles 
de adjudicación son los asentamientos históricos y ancestrales de comunidades negras en 
tierras para su uso colectivo, que constituyen su hábitat y sobre los cuales desarrollan en la 
actualidad sus prácticas tradicionales de producción.  

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 y 17 de la Ley 70 de 1993, el organismo 
responsable de emitir concepto previo sobre la ocupación colectiva ancestral es la Comisión 
Técnica, en los términos de los artículos 15, 36, 37 y 38 del Decreto 1745 de 1995. 

Al respecto, la Corte Constitucional en las sentencias C- 418 de 2002, T-1045A de 2010, C-389 
de 2016 y C-295 de 2019, entre otras, al revisar la constitucionalidad del derecho de prelación 
establecido en el artículo 27 de la Ley 70 de 1993 y en el artículo 134 del Código de Minas -Ley 
685 de 2001-, estableció que este derecho no se limita a las áreas previamente adjudicadas ni 
se reduce a las áreas donde previamente se hubiesen delimitado Zonas Mineras de 
Comunidades Negras, sino que involucra la totalidad de los territorios colectivos. 
Adicionalmente, la sentencia T-955 de 2003 señaló con toda claridad, que el fundamento 
constitucional de la titulación colectiva es la ocupación colectiva ancestral y no la adjudicación 
realizada por la autoridad competente y en consecuencia los derechos al territorio colectivo 
nacen desde la ocupación ancestral y tienen protección constitucional. 

La Corte señaló en dicha sentencia: “En suma, no puede atribuirse a la Ley 70 de 1993, como 
tampoco a la labor de titulación confiada al INCORA, en los términos del Capítulo III de la misma 
Ley, el reconocimiento, la comprensión y el alcance del derecho de las comunidades negras al 
territorio que tradicionalmente ocupan, como quiera que éste se generó dentro del marco de las 
Leyes 31 de 1967 y 21 de 1991, varias veces citadas, y fue definitivamente acogido por el 
ordenamiento constitucional como sustrato de la diversidad étnica nacional” (Cursivas, subrayas  
y negrillas fuera de texto) 

Que del mismo modo los artículos 8, 17 y 18 de la Ley 70 de 1993, señalan que los territorios 
colectivos ocupados o poseídos ancestralmente por las comunidades negras, solo pueden 
adjudicarse a ellas y que hasta tanto no se haya adjudicado en debida forma la propiedad 
colectiva a una comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, que ocupen un 
terreno en los términos que la ley establece, no se otorgarán concesiones para explorar o 
explotar en ellas recursos naturales, sin concepto previo de la Comisión Técnica prevista en el 
artículo 8º de la misma ley. 
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En suma, que el ejercicio de los derechos para la exploración y explotación de los recursos 
naturales no renovables, reconocidos a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras en la Ley 70 de 1993 y en la legislación minera vigente, no pueden reducirse o 
limitarse solamente a estas comunidades que tengan territorio colectivo adjudicado, porque 
como se ha señalado en los apartes anteriores, también los territorios colectivos en trámite y 
los territorios susceptibles de adjudicación, se encuentran protegidos en la Constitución Política 
y en la Ley 70 de 1993. 

Que el artículo 47 de la Ley 70 de 1993, ordena al Gobierno Nacional y al Estado Colombiano, 
adoptar medidas para garantizarle a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras, el derecho a desarrollarse económica y socialmente, atendiendo a los elementos 
de su cultura autónoma. 

Que el artículo 49 de la Ley 70 de 1993, ordenó que el diseño y ejecución de los planes, 
programas y proyectos de desarrollo económico y social que adelante el Gobierno y la 
cooperación técnica internacional para beneficio de las comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras, deberá hacerse con la participación de sus representantes, con el 
propósito de que respondan a sus necesidades particulares, a la preservación del medio 
ambiente, a la conservación y cualificación de sus prácticas tradicionales de producción, a la 
erradicación de la pobreza y al respeto y reconocimiento de su vida social y cultural.  

Que igualmente el parágrafo del artículo 49 de la Ley 70 de 1993, ordena que las inversiones 
que realice el sector privado en áreas que afecten a las comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras, deberán respetar el ambiente, el interés social y el patrimonio cultural 
de la Nación. 

Que el artículo 51 de la Ley 70 de 1993, estableció que las entidades del Estado, en concertación 
con las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras beneficiarias, adelantarán 
actividades de capacitación, fomento, extensión y trasferencia de tecnologías apropiadas, para 
el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, a fin de fortalecer su patrimonio 
económico, social y cultural. 

Que los artículos 52 y 55 de la Ley 70 de 1993, facultan al Gobierno Nacional para diseñar  
nuevos mecanismos especiales financieros y crediticios y adecuar los existentes, para permitir 
a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, la creación de formas 
asociativas y solidarias de producción, para el aprovechamiento sostenido de los recursos 
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naturales existentes en sus territorios colectivos, con el fin de que participen en condiciones 
de equidad en las asociaciones empresariales que llegaren a conformar.  

Que el artículo 58 de la Ley 70 de 1993, ordena al Gobierno Nacional conformar en todos los 
fondos estatales de inversión social del Estado, una unidad de gestión de proyectos para apoyar 
a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras en los procesos de 
capacitación, identificación, formulación, ejecución y evaluación de proyectos.  

Que los artículos 61 y 64 de la Ley 70 de 1993, ordenan al Gobierno Nacional apropiar los 
recursos y hacer los traslados presupuéstales necesarios, para la ejecución de esta Ley y 
además, lo facultan para negociar los empréstitos que se requieran y promover la cooperación 
técnica internacional que permita el cumplimiento de sus mandatos.  

Que sobre los derechos de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras 
reconocidas por el artículo 55 transitorio de la Constitución Política y la Ley 70 de 1993, la Corte 
Constitucional ha generado importantes antecedentes jurisprudenciales, por lo cual se 
presentan algunos relevantes, entre ellos la Sentencia C-169 de 2001 que reconoció a las 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras del país, como destinatarias del 
Convenio 169 de 1989 de la OIT, aprobado por el Congreso de la Republica mediante la Ley 21 
de 1991, como parte del bloque de constitucionalidad, el cual en su artículo 6º literal a) impone 
al Gobierno Nacional la obligación de consultar a estas comunidades, mediante procedimientos 
apropiados y a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevea adoptar 
medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarlas directamente. 

Que en cumplimiento de los estándares jurisprudenciales sobre consulta previa,  antes citada, 
el Ministerio de Minas y Energía adelantó la consulta previa del presente decreto, mediante la 
realización de treinta y dos (32) Asambleas Departamentales y una (1) Asamblea en el Distrito 
Capital de Bogotá, y en estos escenarios se recogieron e incorporaron las propuestas y reco-
mendaciones de los delegados de los Consejos Comunitarios y otras expresiones organizativas 
de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras de todo el país.  
 
Que en armonía con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 70 de 1993 el Ministerio de Minas 
y Energía, en coordinación con el Ministerio del Interior, durante los días 27 y 28 de diciembre 
del 2021, convocó a la Comisión Consultiva de Alto Nivel, para recoger e incorporar sus 
recomendaciones, frente al presente proyecto de decreto reglamentario del Capítulo V de la 
Ley 70 de 1993, “por el cual se adoptan mecanismos especiales para el fomento y desarrollo de 
las actividades mineras en los territorios colectivos de las comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras, se dictan otras disposiciones, y se adiciona al Título V 
de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1073 de 2015 - Decreto Único Reglamentario del Sector 
Administrativo de Minas y Energía”. 
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Que mediante Decreto Ley 4134 de 2011, se creó la Agencia Nacional de Minería, la cual tiene 
entre otras funciones, la de fungir como autoridad minera o concedente en el territorio 
nacional, administrar los recursos minerales del Estado y conceder derechos para su 
exploración y explotación, apoyar la realización de los procesos de consulta previa a los grupos 
étnicos en coordinación con las autoridades competentes y dirigir los estudios técnicos y 
sociales requeridos para señalar y delimitar las zonas mineras indígenas, de comunidades 
negras y mixtas, así como la declaratoria de las mismas, en los términos establecidos en la 
ley. 

Que mediante Decreto 1874 de 2022, en su artículo 2, se confía a la Vicepresidenta de la 
República la misión de coordinación interinstitucional e intersectorial para avanzar en la 
reglamentación, desarrollo e implementación de la Ley 70 de 1993. 

Que conforme con lo anterior, se ha desarrollado un trabajo articulado entre la autoridad 
minera, autoridad ambiental, Ministerio de Minas y Energía y Vicepresidencia de la República 
con el fin de atender la obligación legal contemplada en la Ley 70 de 1993, respecto a la 
reglamentación del Capítulo V, la cual se ha constituido como deuda histórica para las 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, por tal razón se considera de 
vital importancia cumplir con el mandato del artículo 31 de la Ley 70 de 1993, con el  objetivo 
de lograr el desarrollo de la actividad minera con enfoque diferencial para estas comunidades, 
logrando así mismo, el fortalecimiento de la identidad cultural bajo una propuesta de 
reglamentación que atienda a las necesidades particulares y a la preservación del ambiente, 
entre otros. 

 

2. ÁMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO 

El proyecto de acto administrativo está dirigido a los territorios colectivos de las comunidades 
negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras adjudicados, en trámite de adjudicación, y en 
los ocupados ancestralmente por estas comunidades. 

 

3. VIABILIDAD JURÍDICA 
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3.1 Vigencia de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto norma-
tivo  
 

El acto administrativo se profiere en uso de sus facultades constitucionales y legales, en espe-
cial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y el artículo 31 
de la Ley 70 de 1993.  
 
El proyecto propuesto guarda coherencia con el ordenamiento jurídico vigente, observa la cons-
titución y la ley, además de los principios que rigen la función administrativa, sin que se evi-
dencie ningún problema de interpretación y aplicación de los preceptos normativos que se 
proyectan frente a las disposiciones legales vigentes.  
 
Así mismo, no se encuentra circunstancia jurídica adicional relevante para la expedición de esta 
norma, de conformidad con lo previsto en el Decreto 1081 de 2015 y sus modificaciones.  
 
3.2 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto norma-
tivo  
 

El Decreto 381 de 2012, modificado por el Decreto 1617 de 2013, establece en el artículo 2 como 
parte de las funciones del Ministerio de Minas y Energía las siguientes: “1. Articular la 
formulación, adopción e implementación de la política pública del sector administrativo de 
minas y energía. 2. Formular, adoptar, dirigir y coordinar la política nacional en materia de 
exploración, explotación, transporte, refinación, procesamiento, beneficio, transformación y 
distribución de minerales, hidrocarburos y biocombustibles. (…) 5. Formular, adoptar, dirigir y 
coordinar la política sobre las actividades relacionadas con el aprovechamiento integral de los 
recursos naturales no renovables y de la totalidad de las fuentes energéticas del país. (…) 8. 
Expedir los reglamentos del sector para la exploración, explotación, transporte, refinación, 
distribución, procesamiento, beneficio, comercialización y exportación de recursos naturales no 
renovables y biocombustibles.”  

El artículo 31 de la Ley 70 de 1993 faculta al Gobierno Nacional para reglamentar los requisitos 
y las demás condiciones necesarias, para la oportuna efectividad de los derechos mineros re-
conocidos a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras en esa disposi-
ción legal, en armonía con la legislación minera vigente, en lo que fuere compatible con la 
naturaleza y finalidades del reconocimiento de dichos derechos. 
 
En ese orden de ideas, el Ministerio de Minas y Energía es competente para reglamentar, el 
Capítulo V de la Ley 70 de 1993, el cual se encuentra vigente.  
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3.3. Disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas por el pro-
yecto normativo.  
 
Este proyecto de Decreto no deroga, subroga, modifica, ni adiciona norma alguna.  

3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición 
del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción). 
 
El Grupo de Defensa Judicial, mediante correo electrónico del 10 de mayo de 2023, manifestó:  
 

“De manera atenta, remito informe solicitado para realizar la memoria justificativa del proyecto 
de Decreto “Por el cual se reglamenta el Capítulo V de la Ley 70 de 1993, se adoptan mecanismos 
especiales para el fomento y desarrollo de las actividades mineras en los territorios colectivos 
de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, se dictan otras 
disposiciones, y se adiciona al Título V de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1073 de 2015 - 
Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Minas y Energía”. Para la elaboración 
del mismo se verificó la base de datos de los procesos judiciales que manejamos de la OAJ y 
otras fuentes de información oficial disponibles:  

· Capítulo V de la Ley 70 de 1993.  

Una vez revisada la base de datos, se tiene que contra el Capítulo V de la Ley 70 de 1993, no 
aparecen a la fecha demandas y/o notificaciones efectuadas según información que reposa en 
los archivos. Así mismo se consultó la página de SUIN-JURISCOL y no se encontraron 
anotaciones de vigencia, por lo que se encuentra aparentemente “vigente”.  

Tampoco aparecen en la página de la Corte Constitucional demandas contra estas disposiciones 
normativas que se encuentren pendientes o con sentencia, de acuerdo con lo cual se entiende 
que están surtiendo plenos efectos.”  

3.5 Circunstancias jurídicas adicionales  
 
3.5.1. En cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 8 de la Ley 1437 de 2011, en 
concordancia con lo previsto en el artículo 2 del Decreto 1273 de 2020, el texto del proyecto de 
decreto se publica en la página web del Ministerio de Minas y Energía para comentarios de la 
ciudadanía.  
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3.5.2. Realizado el análisis correspondiente conforme lo dispone la Superintendencia de Indus-
tria y Comercio, a que hace referencia el Capítulo 30, Abogacía de la Competencia, del Decreto 
1074 de 2015, reglamentario del artículo 7 de la Ley 1430 de 2009, modificado por el artículo 
146 de la Ley 1955 de 2019, la Dirección de Formalización Minera concluyó que el acto adminis-
trativo no tiene incidencia en la libre competencia económica.  
 
3.5.3. Que la Consulta Previa es un derecho fundamental, que se convierte en un trámite obli-
gatorio que debe ejecutarse de acuerdo con los usos y costumbres de cada etnia, cada vez que 
se pretendan tomar decisiones que afecten a las comunidades, las cuales pueden ser: a) Me-
didas administrativas como la expedición de una licencia ambiental para la explotación de re-
cursos naturales y b) Medidas legislativas como la expedición de normas que involucren o afec-
ten a estos pueblos (Corte Constitucional, Sentencia T-382 de 2006). 
 
Por lo anterior, el presente proyecto de decreto debe atender el proceso de consulta previa con 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, el cual se desarrolla en el marco 
de lo establecido en la normativa vigente y atiende de manera especial lo dispuesto en la Ley 
70 de 1993 y su artículo 60.  
 
Se anota, que a este respecto el Ministerio de Minas y Energía adelantó con el Espacio Nacional 
de Consulta Previa de Comunidades Negras, Afrocolombianos, Raizales y Palenqueras realizó 
32 asambleas departamentales y una asamblea en el Distrito Capital, las cuales, se realizaron 
de manera simultánea durante el 7 al 11 de agosto de 2017, como se establece en la parte 
considerativa del proyecto de decreto, además el proyecto de decreto surtió la respectiva re-
troalimentación con recomendaciones de la Comisión Consultiva de Alto Nivel de Comunidades 
Negras a que hace referencia el artículo 45 de la ley 70 de 1993.  

4. IMPACTO ECONÓMICO  
 

El proyecto de decreto propuesto no implica la necesidad de proporcionar recursos adicionales 
a los que están siendo gestionados por parte de este Ministerio.  
 

5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL  
 
No aplica. Con el proyecto propuesto no se generan costos fiscales para la entidad.  
 

6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se 
requiere) 
 

El proyecto de decreto propuesto no genera ningún tipo de impacto negativo ambiental ni tam-
poco sobre el patrimonio cultural de la Nación, toda vez que la presente reglamentación con-
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tribuye al desarrollo sustentable de la actividad minera que desarrollan las comunidades ne-
gras, afrocolombianas, raizales y palenqueras y se considera que es positivo el impacto en el 
medio ambiente.  
 

7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO  
No aplica. 

ANEXOS: 

Certificación de cumplimiento de requisitos de 
consulta, publicidad y de incorporación en la 
agenda regulatoria.  

 

Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo  

N.A. 

Informe de observaciones y respuestas   
Concepto de Abogacía de la Competencia de la 
Superintendencia de Industria y Comercio y/o 
Formulario de abogacía de la competencia.  

N. A 

Concepto de aprobación nuevos trámites del De-
partamento Administrativo de la Función Pública  

 

Cuestionario de abogacía de la competencia X 
 

Aprobó: 

   

 

HELCÍAS JOSÉ AYALA MOSQUERA                    
Director de Formalización Minera                                             
Ministerio de Minas y Energía                                            
 

 

TOMÁS RESTREPO RODRÍGUEZ 
Jefe Oficina Asesora Jurídica 
Ministerio de Minas y Energía 
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ALICIA ANDREA BAQUERO ORTEGÓN 
Jefe Oficina Asesora Jurídica 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
 

 

 

 

YOLIMA HERRERA 
Jefe oficina Asesora Jurídica 
Ministerio del Interior 

 


